
El interés superior del menor extranjero sin 
referentes familiares por encima de decisiones 
administrativas
En mayo de 2021 tuvo lugar una de las más importantes crisis migratoria 
de nuestro país: cerca de 10.000 personas cruzaron la frontera de 
Ceuta, en un territorio de apenas 85.000 habitantes
Una de las actuaciones que más alarma social ocasionó fue el anuncio por las autoridades de retornar a 
Marruecos a muchos de estos chicos para su reagrupación familiar. Una decisión que se habría adoptado 
de forma masiva, sin estudiar el interés superior de cada uno de los menores afectados por la medida. Este 
anuncio motivó la intervención de la Fiscalía y la orden de paralización de los retornos por orden judicial 
hasta verificar que el procedimiento se estaba realizando conforme a la legalidad.

Muchos de los adultos fueron devueltos a Marruecos inmediatamente, mientras que para las más de 1.000 
personas menores sin referentes familiares que llegaron a la ciudad se tuvo que improvisar a marchas 
forzadas un sistema de acogida.

En este contexto, el Defensor de la Infancia y Adolescencia trasladó al Defensor del Pueblo de España 
su preocupación por este proceso de repatriación, mostrando su apoyo y colaboración para velar por el 
cumplimiento de los derechos de estas personas menores de edad. 

No podemos olvidar la necesidad de anteponer la salvaguarda del interés superior del menor en la toma de 
cualquier decisión que le afecte. Y ello, además de enfatizar en la necesidad de escuchar al menor antes de 
adoptar cualquier medida sobre su futuro. Así lo recogen las estipulaciones contenidas en la Convención 
de Derechos del Niño de Naciones Unidas de 1989, la Directiva de la Unión Europea sobre el Retorno 
(2008/115/CE), la Ley Orgánica 4/2000 sobre derechos y libertades de los extranjeros en España, o lo que 
expresamente señalan las normas de protección de personas menores de ámbito estatal y andaluz.

En el caso concreto del proceso de repatriación de los menores extranjeros que se encontraban en Ceuta, 
la aplicación de esta normativa implica que antes del retorno de la persona menor a su país de origen hay 
que analizar de manera individual cada caso particular para determinar qué medida de protección es la más 
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adecuada, duradera y que responda a sus necesidades y bienestar. De este modo, la decisión que se adopte 
debe ir precedida de un riguroso estudio y análisis de que el retorno y las condiciones de la reagrupación 
familiar es la mejor decisión en interés superior del niño.

Somos conscientes de que existe un amplio acuerdo sobre la conveniencia de que todo menor se forme y 
desarrolle en el entorno socio-familiar que le es propio, pero la salvaguarda de su protección exige garantizar 
que no concurran circunstancias que aconsejen la separación del menor de dicho entorno familiar por 
existir en el mismo elementos que pongan en riesgo la integridad de sus derechos. En la misma línea, 
consideramos contraria cualquier medida que pretenda forzar su retorno a su país de origen en contra de 
su voluntad.

La vulnerabilidad de este colectivo y la responsabilidad de los poderes públicos de garantizar su protección 
demanda no solo la máxima garantía en el proceso de retorno si no que además éste vaya acompañado de 
un proceso transparente y claro, con una información concisa y dirigida a todos los organismos y entidades 
responsables que permita conocer los criterios adoptados para decidir qué menores han de retornar y las 
razones que justificarían dicha decisión, así como cualquier otra medida que deba adoptarse.
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Para esta Institución, en sintonía con las declaraciones del Defensor del Pueblo, la transparencia y claridad 
en todo momento son claves y constituyen la mejor garantía de que se está respetando el derecho de 
defensa de estas personas extranjeras -menores de edad- frente a unas decisiones administrativas que 
pueden estar en contradicción con sus propios deseos e intereses o que no cumplan con los requisitos 
legales establecidos.

Comunicado Defensoría

Subida del coste de la energía
Una coyuntura imposible de soportar
El fortísimo incremento habido en el precio de la luz en el segundo semestre del año, que ha afectado 
especialmente a las economías más modestas y particularmente a quienes mantienen sus contratos dentro 
del sistema de precios regulados denominado PVPC, si algo ha venido a poner de manifiesto es la urgente 
necesidad de modificar el actual sistema de fijación de precios en el mercado de la energía y las serias 
carencias que tiene aun nuestro sistema de protección a los consumidores vulnerables.

Las razones de este incremento han sido varias, aunque todo apunta como factores más determinantes a 
la fuerte subida experimentada por el precio del gas natural y al incremento en el coste de los derechos 
de emisión de CO2 que deben pagar las empresas que utilizan energías contaminantes, como parte del 
proceso de transición energética y lucha contra el cambio climático.

Las medidas adoptadas por el gobierno, fundamentalmente reducciones de impuestos, de los costes fijos 
indirectos e incremento de las bonificaciones y descuentos asociados al bono social eléctrico, han servido 
para reducir el impacto de esta subida pero no han impedido que la misma repercuta de forma muy directa 
sobre las economías familiares, sobre la pequeña y mediana industria, sobre comerciantes y hosteleros, y 
sobre los autónomos.

Las previsiones que apuntan a que este alza de precios en el sector energético va a mantenerse durante, al 
menos, buena parte de 2022, hacen necesario que el gobierno adopte nuevas medidas para impedir que 
aumenten las situaciones de pobreza energética o se ponga en riesgo la pervivencia de muchos negocios, 
pequeños y grandes, que son fundamentales para el proceso de recuperación económica tras la crisis 
provocada por la pandemia.
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/la-defensoria-de-la-infancia-y-adolescencia-de-andalucia-recuerda-que-el-retorno-de-un
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